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ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 626

SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	 8:30 a.m.

	Acusado: 
	Juan Camilo Echeverri Acosta

	Cédula de ciudadanía No:
	71’385.984 de Medellín

	Delito
	Hurto, Porte y Lesiones Personales

	Ofendido
	Gloria Restrepo y Héctor Delgado

	Procedencia:
	Juzgado Penal del Circuito Desquebradas

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena proferido el pasado ocho (8) de Noviembre. 


El suscrito Magistrado Ponente de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que el aquí comprometido, en compañía de otro sujeto, en horas de la mañana del veintiuno (21) de septiembre del año en curso, en motocicleta y con arma en mano, disparó contra un vehículo y sus ocupantes, entre ellos la señora Gloria Clemencia Restrepo Londoño, con el fin de despojarla de la suma de $21’363.100.oo que acababa de retirar de la entidad bancaria Bancafé. En el desarrollo del hecho resultó lesionada la víctima, lo mismo que el victimario ECHEVERRI ACOSTA, fue decomisada un arma de fuego sin permiso para su porte y la motocicleta.

1.2.- La Fiscalía imputó Hurto Calificado y Agravado en grado de Tentativa (arts. 239, 240.2 y 241.10 C.P.), en concurso material efectivo con Porte Ilegal de Arma (art.365) y Lesiones Personales (arts.111 y 112). El cargo fue aceptado libre y voluntariamente por el imputado en condición de coautor, razón por la cual el caso pasó al Juzgado del conocimiento para la individualización de pena y sentencia.
1.3.- Entre Fiscal y defensor, se había llegado a un acuerdo sobre la punibilidad consistente en la aplicación de la pena del delito más grave (el hurto) aumentada en la mitad de los mínimos de las otras conductas concursantes, lo cual fue avalado por la funcionaria de instancia, quien estimó que se trataba de una negociación y que por lo mismo no se aplicaría el sistema de cuartos de conformidad con el artículo 3 de la Ley 890 de 2004, siendo su deber acatar el monto de pena prefijado (26 meses y 10 días de prisión). A lo anterior, redujo lo concerniente a la disminución por reparación integral, menos el 50% por acogimiento a la terminación anticipada, para un total de pena definitivo de doce (12) meses, veinte (20) días de prisión. Impuso como sanción accesoria la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, por un tiempo igual al de la pena principal.

1.4.- El mismo fallo, argumentó la negativa de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, lo mismo que del sustituto de la prisión domiciliaria, por el hecho evidente de tratarse de un comportamiento muy grave, porque se está en presencia de un hurto con violencia, por intimidación de arma de fuego que además fue activada en contra de las víctimas con los resultados ya conocidos. Situación aunada a la existencia de antecedentes judiciales en la persona del sentenciado.

2.- El Debate

Surgió por la inconformidad expresa de la defensa en cuanto a la negativa del subrogado y del sustituto. Al contrario de lo sostenido en el fallo, estima que si es viable uno u otro beneficio en atención a que:

- Si bien es verdad que posee una condena por el delito de Porte Ilegal de Arma, esta situación no es óbice para el reconocimiento del subrogado porque a raíz de estos hechos recibió una lesión, sufre de epilepsia y quedó limitada su capacidad de locomoción, motivo por el cual se encuentra en su casa sin poder asistir a estas audiencias.

- Al recibir esa lesión en el desarrollo de este episodio que se juzga, nos encontramos frente a una “pena o sanción natural”, que ya es suficiente para compensar el daño causado.

- Negarle el beneficio liberatorio solicitado, es “ponerlo en fuga”, dado que su instinto de conservación lo obligará a abandonar la residencia que hoy ocupa, con la consiguiente desestabilización de su núcleo familiar.

- De no accederse a la ejecución condicional de la sentencia, entonces que al menos se le permita permanecer en su casa como hasta ahora lo viene haciendo. Todo lo cual obedecería a razones netamente humanitarias que son las que favorece la actual codificación.

El señor Fiscal refuta esa intervención, con fundamento en:

- El hecho cometido es sumamente grave, pues no les importó disparar en contra de un vehículo en el cual se encontraban varias personas a riesgo de sus vidas.

- No es verdad que no necesite de tratamiento que porque está arrepentido de su obrar, porque si se mira bien el antecedente en su contra, se trata de una condena proferida por el Juzgado Once Penal del Circuito de Medellín en el mes de febrero próximo pasado, con imposición de una pena de veinte meses de prisión por el delito de Porte de Arma. No obstante lo reciente de esa condena, volvió a delinquir, situación que demuestra que no fue suficiente para arrepentirse.

- No hay prueba del mal estado de salud al que alude el profesional de la defensa, pues aunque se sabe que sufrió lesiones en aquella oportunidad, pudo asistir a la audiencia de imputación, pero no vino a la de individualización de pena y sentencia, razón por la cual lo que cabe concluir es que es renuente a comparecer.

- Pide se haga efectivo el cumplimiento de la pena y que para ese efecto se haga comparecer.

3.- La Decisión

No hay lugar a debate alguno en torno a la real ejecución del hecho ilícito y a la responsabilidad compartida que en el mismo posee JUAN CAMILO ECHEVERRI ACOSTA. Son situaciones debidamente esclarecidas y que el Tribunal acata, no sólo porque la prueba al respecto es directa e indicativa de que todo sucedió como lo anunciaron las víctimas, sino porque hubo aceptación libre y espontánea de parte del acusado debidamente asistido, quien fue capturado en flagrancia en el instante de la comisión.

Antes de abordar el tema conflictivo, que en nuestro caso lo es la negación del subrogado, observa la Sala que es importante hacer un comentario al margen en lo que hace referencia a la manera como se ha afrontado el mecanismo de terminación anticipada en este caso concreto.

Ha sido lugar común el afirmar que las normas de la nueva codificación que tratan el tema de la terminación anticipada, son dispersas y confusas, lo cual ha dado origen a múltiples entendimientos en la praxis judicial, al punto que esta materia fue objeto de análisis por parte de la Sala de Casación Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia con una cerrada votación al intentar establecer si la figura de la aceptación libre y llana que hoy se consagra, coincide o no con la anteriormente conocida Sentencia Anticipada
. El problema abordado giró básicamente en establecer si el actual allanamiento a los cargos era un acto unilateral del procesado asistido de su defensor, o por el contrario, un acuerdo con la contraparte representada por la Fiscalía.

En esa misma decisión, no obstante el estrecho margen de votación y como no podía ser de otra manera a nuestro modo de ver, se dejó en claro que existían dos figuras de terminación anticipada: la aceptación y la negociación, como lo ha reconocido la doctrina y como los Tribunales de las zonas donde el sistema se aplica lo hemos venido decantando con el único objetivo de crear una línea de pensamiento uniforme a ese respecto. La ACEPTACIÓN se presenta, cuando existe el allanamiento a los cargos imputados y, la NEGOCIACIÓN, cuando está de por medio una transacción que aniquila una circunstancia de agravación o modifica esos cargos en forma conveniente para alcanzar un acuerdo que beneficie a ambas partes en contienda. En la citada jurisprudencia se dejó en claro que:

El artículo 288.3 de la citada Ley 906 estatuye que en la diligencia de formulación de cargos el fiscal, de manera oral, deberá expresar, además de la identificación e individualización del imputado (numeral 1°) y de hacer una relación clara y sucinta de los hechos jurídicamente relevantes (numeral 2°), la “posibilidad del investigado de allanarse a la imputación y a obtener rebaja de pena de conformidad con el artículo 351”. 

De entrada se observa que la posibilidad de aceptar los cargos por parte del investigado surge, por mandato de la ley, de la sugerencia que al respecto debe (mandato imperativo) hacer el fiscal a aquél en dicha audiencia.

Ahora bien, de la interpretación sistemática del instituto, advierte la Sala que en la aceptación que el imputado haga de los cargos pueden surgir dos eventualidades como son: i) el allanamiento a los cargos imputados sin previo preacuerdo o negociación, pues surge de un acto unilateral, libre y voluntario del investigado por razón de la mencionada sugerencia hecha por la fiscalía y ii) la aceptación como consecuencia de un preacuerdo. (negrillas fuera del texto).
Entendemos, apegándonos a la lógica, que una y otra figura no sólo tienen presentaciones diferentes sino también efectos diferentes. Uno de ellos, indudablemente, es el referido a la forma de punir, pues mientras en la ACEPTACIÓN se ofrece a cambio una rebaja que las mismas partes deben acordar hasta en la mitad, o hasta en una tercera o hasta en una sexta parte, según si acontece en la imputación, en la audiencia preparatoria, o en el juicio oral, respectivamente; en la NEGOCIACIÓN, en cambio, no hay lugar a la aplicación de ese descuento porque la única ventaja para el acusado será lo obtenido en esa transacción (artículo 351.2).

Siendo consecuentes con el anterior razonamiento, entendemos que en el caso de la ACEPTACIÓN el Juez tasa la pena en condiciones normales, es decir, haciendo uso de los cuartos y, una vez obtenida la pena a imponer, reconoce el descuento que las partes le proponen. Lo que no sucede por lógica en la NEGOCIACIÓN, puesto que en ésta las partes deben acordar el monto de pena aplicable dentro de la legalidad, razón por la cual no tiene cabida el sistema de cuartos al tenor del artículo 61 Código Penal, modificado por el artículo 3º de la Ley 890/04, a consecuencia de lo cual el Juez no puede imponer una pena superior (aunque sí inferior) a la estipulada por los negociantes -de conformidad con el artículo 370-.

Lo que ocurrió en el presente caso, es bien curioso, porque se presentaron a la señora Juez dos escritos, uno denominado “Escrito de Acusación” y otro denominado “Acta de Preacuerdo”. En el primero se lee textualmente: “Solicito al señor Juez que al momento de dosificar la pena, tenga en cuenta el contenido del artículo 14 de la Ley 890 de 2004…”; y, en el segundo, se le advierte a la parte contraria que sólo tendrá derecho al descuento de hasta un 50%, excepto si solicita la eliminación de alguna causal de agravación o que solicite tipificar de alguna otra forma la conducta, y a renglón seguido procede a tasar la pena de común acuerdo con la contraparte para decirle al Juez cuál debe ser la pena que debe aplicar en este asunto.

Es indudable que aquí se dio una aceptación o allanamiento a los cargos imputados y no una negociación preacordada, así lo entendió bien la señora Juez, razón por la cual y para sortear la particular forma en que se presentó la aceptación, procedió a hacer su propio análisis de la punibilidad para concluir que lo sugerido por las partes como pena no desbordaba los parámetros legales y en ese sentido acolitó la sanción estipulada aunque haciendo claridad en que se debía reconocerse el descuento por reparación integral.

Como se observa, el Tribunal encuentra poco ortodoxa la forma en que se dosificó la sanción en este caso específico; sin embargo, no entrará a hacer ninguna modificación al respecto por no haber sido tema objeto de la impugnación, por respeto al principio de la no reformación en perjuicio, y porque en realidad, como bien lo dejó explicitado la señora Juez de primera instancia, no se desbordaron en conclusión los límites punitivos legalmente establecidos para esta conducta punible.

Entrando en materia acerca de lo que tiene que ver con la posibilidad de conceder el subrogado o la sustitución de esa pena impuesta, corresponde sostener lo siguiente:

Nadie puede negar, ni lo ha intentado en su recurso el señor defensor, que los hechos que se ponen a nuestra consideración son de una gravedad extrema. Hubo premeditación, pues se siguió a la víctima desde su salida de la entidad bancaria. Obraron dos personas mancomunadamente. Hubo uso de armas de fuego, las cuales se dispararon contra un vehículo, conducta que por sí misma, en forma autónoma, ya es constitutiva de un delito al decir del artículo 356 de nuestro Código Penal, toda vez que es comportamiento que atenta contra la seguridad pública. Pero la situación no paró allí, porque esas armas fueron accionadas y se afectó de manera real la integridad física de una persona, con lo cual, puso es riesgo su vida.

Esa realidad, indiscutible, demuestra la capacidad de acción que poseen los aquí involucrados y si a ello se aúna el contar ECHEVERRI ACOSTA con antecedentes, definitivamente corresponde decir con la señora Juez y con el representante de los intereses del Estado, que es persona requirente de tratamiento penitenciario, el que no podría llevarse a cabo en la residencia como se pretende, pues ya dio muestras de no ser persona que esté en condiciones de cumplir compromisos.

Precisamente el hecho de haber tenido unas obligaciones anteriores que burló, al igual que el no comparecer a las audiencias programadas, como era su deber, indican que no cumplirá con las exigencias que impone tanto un período de prueba como una sustitución de la pena en el domicilio.

Bien importante lo que mencionó el señor Fiscal en el sentido de que el estado de salud que ha impedido la comparecencia no está demostrado; igualmente, que no parece razonable que haya podido estar en la audiencia de imputación, más cerca a estos acontecimiento, pero no se presentara a la de individualización de pena y sentencia que se efectuó en fecha muy posterior. En la misma medida, llama la atención lo aseverado por el profesional recurrente, cuando dice que si esta Sala no concede el beneficio solicitado, se le estaría “poniendo en fuga” y se dañaría su unidad familiar, es decir, que ya se tiene proyectada su no comparecencia ante las autoridades, lo que, ni más ni menos, equivale a estar preparado para convertirse en contumaz. 

Lo correcto necesariamente debería ser lo contrario; es decir, que estuviera dispuesto a cumplir con las órdenes judicialmente impartidas, a la espera de demostrar que su estado de salud le impide permanecer en reclusión y que es indispensable conceder en su caso una prisión pero en el lugar de residencia.  

Por lo sostenido, no puede existir opción diferente a la de ordenar que la captura se haga efectiva y que cumpla la pena en establecimiento carcelario, tal y como lo dispuso la señora Juez en su fallo.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                                    VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARIO TREJOS LONDOÑO

  WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala 
� Nos referimos a la Sentencia de Casación Penal proferida el veintitrés (23) de agosto de dos mil cinco (2005), en Proceso radicado al No 21954, M.P. Dr. Jorge Luis Quintero Milanés. 
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